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ACTA N.º 44 DE LA SESIÓN PLENARIA ORDINARIA CELEBRADA POR EL PAR-
LAMENTO DE CANTABRIA, EL DÍA 24 DE OCTUBRE DE 2016 
 
 
 
 
 En la sede del Parlamento de Cantabria, Santander, siendo las dieciséis horas y 
un minuto del día veinticuatro de octubre de dos mil dieciséis, se reunió en sesión or-
dinaria el Pleno del Parlamento de Cantabria, bajo la Presidencia de la Excma. Sra. 
D.ª María Dolores Gorostiaga Saiz, y con asistencia de los Diputados y Diputadas Il-
mas. Sras. D.ª María Rosa Valdés Huidobro (Vicepresidenta primera) y D.ª María José 
Sáenz de Buruaga Gómez (Vicepresidenta segunda), Ilmo. Sr. D. Alberto Bolado Do-
nis (Secretario primero), Ilmo. Sr. D. Juan Ramón Carrancio Dulanto (Secretario se-
gundo), Ilma. Sra. D.ª Silvia Abascal Diego, Ilmo. Sr. D. Luis Carlos Albalá Bolado, Il-
ma. Sra. D.ª Ruth Beitia Vila, Ilmos. Sres. D. José Ramón Blanco Gutiérrez,  D. Ilde-
fonso Calderón Ciriza y D. Víctor Casal Guillén, Excmo. Sr. D. Guillermo José del Co-
rral Díez del Corral, Ilma. Sra. D.ª Rosa Carmen Díaz Fernández, Excma. Sra. D.ª Ro-
sa Eva Díaz Tezanos (Vicepresidenta y Consejera de Universidades e Investigación, 
Medio Ambiente y Política Social); Excmo. Sr. D. Juan Ignacio Diego Palacios, Ilmos. 
Sres. D. Luis Fernando Fernández Fernández, D. José Miguel Fernández Viadero, D. 
Rubén Gómez González (Portavoz del Grupo Parlamentario Mixto); D. Pedro José 
Hernando García (Portavoz del Grupo Parlamentario Regionalista); D. José Manuel 
Igual Ortiz, Ilmas. Sras. D.ª Cristina Mazas Pérez-Oleaga, D.ª María Teresa Noceda 
Llano, D.ª Ana Obregón Abascal y D.ª Verónica Ordóñez López (Portavoz del Grupo 
Parlamentario Podemos Cantabria); Ilmos. Sres. D. Francisco Ortiz Uriarte y D. San-
tiago Recio Esteban, Excmo. Sr. D. Miguel Ángel Revilla Roiz (Presidente de la Comu-
nidad Autónoma), Ilmo. Sr. D. Francisco Javier Rodríguez Argüeso, Ilma. Sra. D.ª Ma-
ría Matilde Ruiz García, Ilmos. Sres. D. Ángel Sainz Ruiz y D. Íñigo Joaquín de la Ser-
na Hernáiz, Excmo. Sr. D. Rafael de la Sierra González (Consejero de Presidencia y 
Justicia), Ilmas. Sras. D.ª María Mercedes Toribio Ruiz y D.ª María Isabel Urrutia de los 
Mozos, e Ilmo. Sr. D. Eduardo Van den Eynde Ceruti (Portavoz del Grupo Parlamenta-
rio Popular). 
 
 Asisten igualmente los Excmos. Sres. D. Juan José Sota Verdión (Consejero de 
Economía, Hacienda y Empleo), D. Ramón Ruiz Ruiz (Consejero de Educación, Cultu-
ra y Deporte), D. Francisco Martín Gallego (Consejero de Innovación, Industria, Turis-
mo y Comercio) y D. José María Mazón Ramos (Consejero de Obras Públicas y Vi-
vienda), y la Excma. Sra. D.ª María Luisa Real González (Consejera de Sanidad). 
 

La Presidencia declara abierta la sesión y, antes de pasar a tratar los asuntos 
incluidos en el orden del día, informa que, por acuerdo de la Mesa del Parlamento, 
oída la Junta de Portavoces, el punto 10 del orden del día pasa a debatirse a continua-
ción del punto número 6. 
 

Así mismo, informa a la Cámara que se iniciará esta sesión plenaria con una 
Declaración Institucional a favor de agilizar el proceso de traslado de personas refu-
giadas a España mediante su reubicación y reasentamiento, [9L/8110-0008], a la que 
da lectura: 
 
 "Estamos asistiendo a una situación sin precedentes y ante la que es preciso 
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que la comunidad internacional tome medidas urgentes e inmediatas y actúe en con-
secuencia.  
 
 A principios de 2016, por primera vez desde la Segunda Guerra Mundial, el 
número de personas desplazadas de sus hogares como consecuencia de los conflic-
tos, la persecución, y las violaciones de derechos humanos en sus países de origen ha 
superado los 65 millones según datos de ACNUR. Una cifra que se incrementaría si 
sumásemos las miles de personas que se han visto obligadas a desplazarse por de-
sastres naturales o pobreza. Esta situación está poniendo al descubierto la incapaci-
dad de la comunidad internacional para resolver y prevenir conflictos y situaciones de 
emergencia humanitaria, así como la falta de voluntad política para cumplir con las 
obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y protección internacio-
nal. 
 
 El pasado 22 de septiembre se cumplía un año desde que los líderes de la 
Unión Europea acordasen un mecanismo de reubicación de emergencia para compar-
tir la responsabilidad de quienes solicitan asilo. Sin embargo, decenas de miles de 
personas siguen atrapadas en campos de refugiados y refugiadas en condiciones de-
plorables. 
 
 En el caso de Grecia, solo se ha cumplido el 6% de los compromisos de reubi-
cación. A este ritmo, se tardarían 16 años en cumplir los compromisos de reubicación. 
Es una vergüenza que Europa no pueda dejar de lado la política y resolver esta crisis 
humanitaria compartiendo equitativamente la responsabilidad de un número relativa-
mente pequeño de personas refugiadas. 
 
 En el caso de España, las cifras hablan por si solas. Según datos del Ministerio 
del Interior de finales de septiembre, pese a haberse comprometido en 2015 a reubicar 
a 15.888 personas desde Grecia en un periodo de dos años, hasta la fecha España 
sólo ha acogido a 344 personas, frente, por ejemplo, a las 1.425 reubicadas desde 
este país por Francia. Desde Italia han sido reubicadas 50 personas de un compromi-
so de 2676. Por otra parte, tan solo 279 personas han sido reasentadas del compromi-
so total de 1.449 asumido por España. La cifra total de personas acogidas queda muy 
lejos todavía de las 17.337 personas que el Gobierno se comprometió a acoger, bien 
por la vía de la reubicación, bien por la vía del reasentamiento. 
 
 Teniendo en cuenta lo anterior, el Parlamento de Cantabria insta al Gobierno de 
España a: 
 
 - Agilizar de manera significativa el proceso de traslado de personas refugiadas 
a España mediante su reubicación y reasentamiento; 
 
 - Cumplir en el plazo previsto los compromisos acordados con la UE de acoger 
a 17.337 personas." 
 
 A propuesta de la Presidencia, la declaración institucional es aprobada por 
asentimiento. 
 
 PUNTO 1.- EN SU CASO, DEBATE Y VOTACIÓN DEL DICTAMEN DE LA 
COMISIÓN A LA PROPOSICIÓN DE LEY DE MODIFICACIÓN DE LA LEY DE CAN-
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TABRIA 2/2001, DE 25 DE JUNIO, DE ORDENACIÓN TERRITORIAL Y RÉGIMEN 
URBANÍSTICO DEL SUELO DE CANTABRIA Y DE LA LEY DE CANTABRIA 5/2014, 
DE 26 DE DICIEMBRE, DE VIVIENDA PROTEGIDA DE CANTABRIA, PARA LA RE-
GULACIÓN DEL DERECHO DE REALOJO. (BOPCA N.º 154, DE 19.10.2016). 
[9L/2000-0003] 
 
 Presentación de la Proposición de Ley por D. José Manuel Igual Ortiz, del Gru-
po Parlamentario Popular. 
 
 La Presidencia señala que el debate se desarrollará mediante la utilización de 
un turno único de 10 minutos cada Grupo Parlamentario. 
 
 Se abre un turno de fijación de posiciones e intervienen: 
 
 - Grupo Parlamentario Mixto: D. Juan Ramón Carrancio Dulanto. 
 
 - Grupo Parlamentario Podemos Cantabria: D.ª Verónica Ordóñez López. Fina-
lizada la intervención se producen aplausos desde la Tribuna de invitados y la Presi-
dencia ruega silencio al público. 
 

- Grupo Parlamentario Socialista: D.ª Silvia Abascal Diego.  
 
 - Grupo Parlamentario Regionalista: D.ª Rosa Carmen Díaz Fernández. La Sra. 
Diputada propone a la Presidencia, en virtud del artículo 126.3 del Reglamento, dos 
enmiendas cuya finalidad es la corrección de dos incorrecciones técnicas. La primera 
se refiere al título de la Ley y la segunda enmienda tiene por objeto la actualización de 
la remisión al artículo 58 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común. 
 
 La Sra. Presidenta señala que el objeto de las dos enmiendas entran dentro de 
la habilitación a los servicios jurídicos para efectuar las oportunas correcciones termi-
nológicas y ordenar el texto. No obstante, solicita a los grupos parlamentarios su 
voluntad de oponerse o no a la tramitación de las enmiendas referidas. 
 
 - Grupo Parlamentario Popular: D. José Manuel Igual Ortiz. Durante su inter-
vención, el Sr. Diputado manifiesta su criterio favorable a que los servicios de la Cáma-
ra efectúen cuantas correcciones técnicas estimen adecuadas. 
 
 Finalizado el debate, la Presidencia informa que se somete el conjunto del texto 
a una sola votación. 
 

Sometidos a votación los artículos primero y segundo, la Exposición de Motivos 
y el Título de la Ley, resultan aprobados por dieciocho votos a favor (M, Po y P) y die-
cisiete abstenciones (S y R). 
 
 En consecuencia, se aprueba la Ley de Cantabria de modificación de la Ley de 
Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de ordenación territorial y régimen urbanístico del 
suelo de Cantabria, para la regulación del derecho de realojo y retorno de la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria, incorporándose a la presente acta, como Anexo, el texto 
aprobado. 
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 Se producen aplausos y la Presidencia ruega silencio. 
 
 A propuesta de la Presidencia, el Pleno ACUERDA por asentimiento facultar a 
los servicios de la Cámara para efectuar las oportunas correcciones terminológicas y 
ordenar el texto. 
 
 PUNTO 2.- DEBATE Y VOTACIÓN DE LA MOCIÓN N.º 34 SUBSIGUIENTE A 
LA INTERPELACIÓN N.º 9L/4100-0068, RELATIVA A MEDIDAS DE CONTROL IM-
PLEMENTADAS RESPECTO AL FUNCIONAMIENTO Y GASTO DE LAS EMPRE-
SAS PÚBLICAS Y ESTRATEGIA FUTURA, PRESENTADA POR EL GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO. (BOPCA N.º 154, DE 19.10.2016). [9L/4200-0034].  
 
 La Presidencia ruega silencio. 
 
 Turno de defensa Grupo Parlamentario Mixto: D. Rubén Gómez González. 
 
 Fijación de posiciones: 
 
 - Grupo Parlamentario Popular (ha presentado enmienda de adición): D.ª Cristi-
na Mazas Pérez-Oleaga. 
 
 - Grupo Parlamentario Socialista (ha presentado enmienda de modificación): D.ª 
Silvia Abascal Diego. 
 
 - Grupo Parlamentario Podemos Cantabria: D. José Ramón Blanco Gutiérrez. 
 
 - Grupo Parlamentario Regionalista: D. Francisco Ortiz Uriarte. 
 
 Intervención del representante del Grupo Parlamentario Mixto para fijar definiti-
vamente su posición y manifestarse sobre las enmiendas presentadas: D. Rubén Gó-
mez González. El Sr. Diputado acepta la enmienda presentada por el Grupo Parla-
mentario Popular. 
 
 Sometida a votación la propuesta de resolución, con la incorporación de la en-
mienda presentada por el Grupo Parlamentario Popular, que sustituye al texto inicial, 
es aprobada por treinta y cuatro votos a favor (M, Po, S, R y P), con el siguiente texto: 
 
 "El Parlamento insta al Gobierno de Cantabria a: 
 
 1. Comprometerse a colaborar estrechamente con la Intervención General del 
Gobierno de Cantabria siguiendo las directrices que la misma señala en las conclusio-
nes de cada informe. 
 
 2. Elaborar protocolos de actuación más exigentes en lo relativo a la gestión y 
transparencia de las empresas públicas de manera consensuada con todos los grupos 
representados en este parlamento. 
 
 3. Publicar todos los informes definitivos de la Intervención General en el Portal 
de Transparencia del Gobierno de Cantabria en un apartado visible y de fácil acceso, 
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en un plazo no superior a 30 días desde la finalización de los mismos. 
 
 4. Que con carácter semestral el Gobierno comparezca en este parlamento a fin 
de informar sobre el grado de cumplimiento de esta moción subsiguiente a la interpe-
lación n.º 68.  
 
 5. Que el Gobierno de Cantabria incorpore los cuatro puntos anteriores en la 
Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para 2017 
y/o en la Ley de Medidas Fiscales y Administrativas que acompañen a la Ley de Pre-
supuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para 2017." 
 
 PUNTO 3.- DEBATE Y VOTACIÓN DE LA MOCIÓN N.º 35, SUBSIGUIENTE A 
LA INTERPELACIÓN N.º 9L/4100-0069, RELATIVA A CRITERIOS PARA LA EJE-
CUCIÓN DE LA PARTIDA PRESUPUESTARIA DE INVERSIÓN NUEVA EN IN-
FRAESTRUCTURA Y BIENES DESTINADOS AL USO GENERAL CUYA TITULARI-
DAD CORRESPONDE A OTRAS ADMINISTRACIONES, DEL PROGRAMA COOR-
DINACIÓN Y PROMOCIÓN DEL TURISMO, PRESENTADA POR EL GRUPO PAR-
LAMENTARIO POPULAR. (BOPCA N.º 154, DE 19.10.2016). [9L/4200-0035] 
 
 Turno de defensa Grupo Parlamentario Popular: D. Santiago Recio Esteban. 
 
 Fijación de posiciones: 
 
 - Grupo Parlamentario Mixto (ha presentado una enmienda de supresión): D. 
Rubén Gómez González. 
 
 - Grupo Parlamentario Podemos Cantabria: D. Alberto Bolado Donis. 
 
 - Grupo Parlamentario Socialista: D. Víctor Casal Guillén. 
 
 - Grupo Parlamentario Regionalista: D.ª Ana Obregón Abascal. Durante su in-
tervención, la Presidencia le indica que ha agotado su tiempo. 
 
 Intervención del representante del Grupo Parlamentario Popular para fijar defini-
tivamente su posición y manifestarse sobre la enmienda presentada: D. Santiago Re-
cio Esteban. El Sr. Diputado acepta la enmienda presentada. 
 
 Sometida a votación la propuesta de resolución, con la incorporación de la en-
mienda presentada, que sustituye al texto inicial, es aprobada por unanimidad de los 
treinta y cinco Diputados y Diputadas que componen la Cámara, con el siguiente texto: 
 
 "El Parlamento insta al Gobierno de Cantabria a invertir en materia de Turismo,  
en los municipios con criterios objetivos con independencia del partido político que go-
bierne en los mismos y atendiendo a las prioridades de desarrollo cohesionado de 
nuestra Comunidad" 
 
 PUNTO 4.- DEBATE Y VOTACIÓN DE LA PROPOSICIÓN NO DE LEY, N.º 
102, RELATIVA A INICIO DE LOS TRÁMITES NECESARIOS PARA CONTRATAR 
LA REDACCIÓN DEL PROYECTO DE OBRA DE AMPLIACIÓN Y REFORMA DEL 
HOSPITAL SIERRALLANA, PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO 
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POPULAR. (BOPCA N.º 152, DE 17.10.2016). [9L/4300-0102] 
 
 Turno de defensa Grupo Parlamentario Popular: D.ª María José Sáenz de Bu-
ruaga Gómez. 
 
 Fijación de posiciones: 
 
 - Grupo Parlamentario Mixto: D. Rubén Gómez González. 
 
 - Grupo Parlamentario Podemos Cantabria: D.ª Verónica Ordóñez López. 
 
 - Grupo Parlamentario Socialista: D. Víctor Casal Guillén. 
 
 - Grupo Parlamentario Regionalista: D.ª María Rosa Valdés Huidobro. 
 
 Intervención del representante del Grupo Parlamentario Popular para fijar defini-
tivamente su posición: D.ª María José Sáenz de Buruaga Gómez. 
 
 Sometida a votación la propuesta de resolución, es rechazada por quince votos 
a favor (M y P) y diecisiete en contra (S y R) y tres abstenciones (Po). 
 
 PUNTO 5.- INTERPELACIÓN N.º 70, RELATIVA A CRITERIOS EN RELACIÓN 
AL ESTADO ACTUAL DE LOS TRÁMITES EFECTUADOS PARA LA AMPLIACIÓN 
DEL POLÍGONO INDUSTRIAL DE VALLEGÓN EN CASTRO URDIALES, PRESEN-
TADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR. (BOPCA N.º 152, DE 
17.10.2016). [9L/4100-0070] 
 
 - Turno de exposición de D. Eduardo Van den Eynde Ceruti. 
 
 - Contestación de D. Francisco Martín Gallego, Consejero de Innovación, Indus-
tria, Turismo y Comercio.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. 
 
 PUNTO 6.- INTERPELACIÓN N.º 71, RELATIVA A GRADO DE CUMPLIMIEN-
TO DE LA PROPOSICIÓN NO DE LEY NÚMERO 9L/4300-0063, PRESENTADA 
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO PODEMOS CANTABRIA. (BOPCA N.º 152, DE 
17.10.2016). [9L/4100-0071] 
 
 - Turno de exposición de D. José Ramón Blanco Gutiérrez. 
 
 - Contestación de D. Francisco Martín Gallego, Consejero de Innovación, Indus-
tria, Turismo y Comercio.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. 
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 PUNTO 10.- PREGUNTA N.º 136, RELATIVA A SITUACIÓN ACTUAL DEL 
CONSERVATORIO DE TORRELAVEGA Y POSICIONAMIENTO RESPECTO A LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA NUEVA SEDE PARA ESTE CENTRO, PRESENTADA 
POR D. RUBÉN GÓMEZ GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO. 
(BOPCA N.º 152, DE 17.10.2016). [9L/5100-0136] 
 
 - Formulación de la pregunta por D. Rubén Gómez González. 
 
 - Contestación de D. Ramón Ruiz Ruiz, Consejero de Educación, Cultura y De-
porte.  
 
 PUNTO 7.- PREGUNTA N.º 132, RELATIVA A COSTE TOTAL DEL PLAN DE 
ACCIÓN PARA EL SECTOR INDUSTRIAL ELABORADO POR LA EMPRESA INDRA, 
PRESENTADA POR D. EDUARDO VAN DEN EYNDE CERUTI, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO POPULAR. (BOPCA N.º 152, DE 17.10.2016). [9L/5100-0132] 
 
 - D. Eduardo Van den Eynde Ceruti da por formulada la pregunta. 
 
 - Contestación de D. Francisco Martín Gallego, Consejero de Innovación, Indus-
tria, Turismo y Comercio.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. Durante su exposición, la Presidencia ruega silen-
cio. 
 
 PUNTO 8.- PREGUNTA N.º 134, RELATIVA A VALORACIÓN DE LA CONSE-
JERÍA DE ECONOMÍA SOBRE EL TRABAJO REALIZADO POR LA INTERVENCIÓN 
GENERAL, PRESENTADA POR D. JOSÉ RAMÓN BLANCO GUTIÉRREZ, DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO PODEMOS CANTABRIA. (BOPCA N.º 152, DE 
17.10.2016). [9L/5100-0134] 
 
 - D. José Ramón Blanco Gutiérrez da por formulada la pregunta. 
 
 - Contestación de D. Juan José Sota Verdión, Consejero de Economía, Hacien-
da y Empleo.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. 
 
 PUNTO 9.- PREGUNTA N.º 135, RELATIVA A MOTIVO POR EL QUE NO SE 
HA CONVOCADO LA REUNIÓN DEL CONSEJO DE SUPERVISIÓN DEL INSTITU-
TO CÁNTABRO DE FINANZAS, PRESENTADA POR D. JOSÉ RAMÓN BLANCO 
GUTIÉRREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PODEMOS CANTABRIA. (BOPCA 
N.º 152, DE 17.10.2016). [9L/5100-0135] 
 
 - Formulación de la pregunta por D. José Ramón Blanco Gutiérrez. 
 
 - Contestación de D. Juan José Sota Verdión, Consejero de Economía, Hacien-



44.8 

da y Empleo.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. En el curso de su exposición, la Presidencia le ad-
vierte que ha consumido el tiempo, en tres ocasiones. 
 
 PUNTO 11.- PREGUNTA N.º 139, RELATIVA A MOTIVO POR EL QUE LAS 
ÓRDENES DE SUBVENCIONES A AYUNTAMIENTOS DESTINADAS A REALIZAR 
INVERSIONES PARA LA DESESTACIONALIZACIÓN DE LA DEMANDA TURÍSTICA 
SE HAYAN CONVOCADO CON UNA DOTACIÓN PRESUPUESTARIA DE UNA 
TERCERA PARTE DE LO CONSIGNADO EN EL PRESUPUESTO, PRESENTADA 
POR D. SANTIAGO RECIO ESTEBAN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR. 
(BOPCA N.º 152, DE 17.10.2016). [9L/5100-0139] 
 
 - Formulación de la pregunta por D. Santiago Recio Esteban. 
 
 - Contestación de D. Francisco Martín Gallego, Consejero de Innovación, Indus-
tria, Turismo y Comercio.  
 
 - Réplica del Sr. Diputado. 
 
 - Dúplica del Sr. Consejero. 
 
 Se levanta la sesión a las veinte horas y treinta y dos minutos, extendiéndose la 
presente acta, que certifica el Ilmo. Sr. Secretario primero con el visto bueno de la 
Excma. Sra. Presidenta. 
 
 V.º B.º 
 LA PRESIDENTA, 
 
 



Anexo Acta n.º 44 
 
 
 
 
ÁNGEL L. SANZ PÉREZ, LETRADO SECRETARIO GENERAL DEL PARLAMENTO 
DE CANTABRIA,  
 
 
 
 
 
 
 C E R T I F I C O: Que el Pleno del Parlamento de Cantabria, en su sesión del 
día veinticuatro de octubre de dos mil dieciséis, aprobó la Proposición de Ley de modi-
ficación de la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de ordenación territorial y régi-
men urbanístico del suelo de Cantabria, para la regulación del derecho de realojo y 
retorno en la Comunidad Autónoma de Cantabria, número 9L/2000-0003, según el 
texto que figura a continuación: 
 
 "LEY DE CANTABRIA DE MODIFICACIÓN DE LA LEY DE CANTABRIA 
2/2001, DE 25 DE JUNIO, DE ORDENACIÓN TERRITORIAL Y RÉGIMEN URBANÍS-
TICO DEL SUELO DE CANTABRIA, PARA LA REGULACIÓN DEL DERECHO DE 
REALOJO Y RETORNO EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA. 
 

PREÁMBULO 
 
 El derecho de realojo constituye una garantía jurídica presente en el derecho 
español, desde la aprobación de Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre reforma del régimen 
urbanístico y valoraciones del suelo. 
 
 Las previsiones contenidas en dicha Ley se incorporaron posteriormente a la 
Disposición Adicional Cuarta del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el 
que se aprobó el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbana, que fue objeto de examen por Tribunal Constitucional en su Sentencia 
61/1997, de 20 de marzo, por la cual se estimaron parcialmente los recursos formula-
dos por distintas Comunidades Autónomas en defensa de las competencias que éstas 
ostentan en materia de Urbanismo. 
 
 La situación creada tras dicho pronunciamiento del Alto Tribunal produjo una 
clara merma de la garantía del derecho de realojo para los ocupantes de viviendas que 
hubiesen tenido que ser desalojados como consecuencia de  actuaciones sistemáticas 
no expropiatorias, en aquellas Comunidades Autónomas que aún no han regulado por 
Ley ese supuesto, dada la falta de  cobertura jurídica que precisa la imposición del 
correlativo deber o carga urbanística, a cuyo cumplimiento han de dar satisfacción el 
promotor privado o, en su caso, la Administración actuante. 
 
 Si bien en el caso de la Comunidad Autónoma de Cantabria dicha garantía del 
derecho de realojo y retorno está contemplado en la Ley de Cantabria 2/2001 de 25 de 
junio, de ordenación territorial y régimen urbanístico del suelo de Cantabria, a tenor del 



contenido de sus artículos 38.6. y 128.1, así como por el artículo 83.4 del Reglamento 
de Planeamiento, aprobado mediante Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, vigente 
en Cantabria en función de la disposición adicional segunda de la propia Ley de Can-
tabria 2/2001, el escaso y disperso desarrollo de dichos preceptos hace necesario 
completar y concretar los contenidos jurídicos de los mismos para reforzar las garantí-
as del respeto a los derechos constitucionalmente protegidos que afectan este tipo de 
procedimientos, como son el derecho a la propiedad, el derecho a una vivienda digna 
y el derecho al trabajo. 
 
 Con la presente Ley se trata de cubrir la laguna existente en el Derecho de 
nuestra Comunidad Autónoma, en un momento en el que, además, urge dar solución, 
sin demora, a este problema, debido al proceso abierto de revisión del planeamiento 
urbanístico de nuestros municipios, y a la inminente puesta en marcha de los primeros 
desarrollos, en ejecución de estos instrumentos, que muchas veces obligan a actuar 
sobre los tejidos urbanos o suelos consolidados por la edificación. 
 
 Para dar respuesta a esta situación, se plantea una regulación basada en dos 
principios básicos, cuya atención se entiende ineludible: la igualdad de trato en materia 
de realojo en los distintos tipos de operaciones urbanísticas; y la universalización de 
ese derecho, mediante la garantía del acceso efectivo a una vivienda digna en todos 
los casos. 
 
 A tal fin, partiendo de la regulación vigente, fijada por el legislador estatal en el 
Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto re-
fundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, se procede a extender la garantía 
del derecho a toda actuación de ejecución urbanística en la que se requiera el desalojo 
de los ocupantes legales de inmuebles que constituyan su residencia habitual, y se 
atribuye el mismo contenido material al deber de realojo, tanto si se actúa mediante 
expropiación forzosa, como a través de cualquier otro sistema de ejecución del pla-
neamiento previsto en nuestra legislación autonómica. 
 
 Por otro lado, al objeto de impedir que ningún afectado por la acción urbanística 
pueda ver entorpecido su legítimo derecho de acceder a una vivienda digna y en con-
diciones realmente asumibles, se obliga a dar cumplimento al deber de realojo y retor-
no ofreciendo una vivienda de sustitución a cambio de la que resulta expropiada, sin 
que deba existir compensación económica adicional, asentándose así en el Derecho 
Urbanístico de Cantabria el criterio “vivienda por vivienda”, con el que se supera el sa-
crificio vital que la concepción clásica de esta figura ha venido produciendo en muchos 
casos. 
 
 Como complemento a los citados principios, por medio de esta Ley se extiende 
el derecho de realojo y retorno en favor de quienes explotan locales comerciales o ne-
gocios en los ámbitos de actuación afectados por las operaciones de renovación urba-
na o reforma interior. Aunque los tribunales han venido excluyendo esta posibilidad en 
atención a la configuración dada a los citados derechos en nuestro ordenamiento, este 
cambio normativo resulta necesario al objeto de evitar la deslocalización de quienes 
conviven o desarrollan su actividad en un determinado barrio y contribuyen a configu-
rar el tejido social y económico de éste. 
 



 Asimismo, la presente Ley faculta a las partes afectadas por la actuación urba-
nística a llegar a posibles soluciones alternativas, por vía convencional, con el fin de 
dotar al sistema de la mayor flexibilidad posible. 
 
 Al objeto de evitar el desarraigo de las personas afectadas por la acción urba-
nística, se impone como criterio de realojo el de mayor proximidad a la ubicación origi-
naria, siendo preferente, en todo caso, que la vivienda o local de sustitución se ubi-
quen en el mismo ámbito de la actuación, a menos que no sea posible en razón de los 
usos previstos o por otras causas debidamente justificadas. 
 
 Otra de las previsiones que se introducen es la exigencia de que las viviendas 
de sustitución reúnan condiciones adecuadas a las necesidades, no solo del titular del 
derecho de realojo, sino también de cuantos integran su unidad familiar o de conviven-
cia, a fin de que cualquier situación de discapacidad, problema de movilidad o adapta-
ción que pudieran padecer alguno de sus miembros, sean a su vez atendidas. 
 
 Se incorporan, además, las correspondientes garantías procedimentales, de 
forma que el derecho de realojo deba ser contemplado, desde un inicio, en el curso de 
la tramitación de los respectivos instrumentos de gestión urbanística, que da lugar a su 
nacimiento. A través de dicho procedimiento, se determina el momento concreto en el 
que la vivienda de sustitución debe ser puesta a disposición de los afectados y se fija 
un régimen supletorio de realojo provisional, al objeto de reforzar la satisfacción del 
derecho en todos sus extremos. De esta forma, tras la entrada en vigor de la presente 
norma, no se podrán ocupar las viviendas de los afectados que tengan reconocido el 
derecho de realojo en tanto que no se haya procedido a la entrega de la vivienda de 
realojo provisional o definitivo, o no se haya producido la renuncia efectiva al derecho 
reconocido. 
 
 Finalmente, el contenido de esta Ley se completa con medidas fiscales de apo-
yo al realojo. 
 
 En virtud de lo señalado, y al objeto de conseguir los fines que han quedado 
expuestos, se introducen tres nuevas disposiciones adicionales al texto de la Ley de 
Cantabria 2/2001, con el tenor que a continuación se indica, así como su correspon-
diente régimen de transitoriedad. 
 
Artículo primero. Modificación de la Ley de Cantabria  2/2001, de 25 de junio, de Orde-
nación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria. 
 
 Uno. Se añade una nueva disposición adicional octava, a la Ley de Cantabria  
2/2001, de 25 de junio, con el siguiente tenor: 
 
“Disposición adicional octava. Derecho de realojo. 
 
 1. Todas las actuaciones de ejecución del planeamiento encuadrables en el 
ámbito del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, en las que se requiera el 
desalojo de los ocupantes legales de viviendas destinadas a residencia habitual, así 
como de los empresarios afectados que se encuentren explotando locales comerciales 
o negocios, conllevarán el deber jurídico de garantizar el derecho de realojo y retorno, 



a ser posible, en la misma unidad de actuación, y si no en el ámbito más cercano, en 
los términos señalados en la presente disposición. 
 
 A estos efectos, serán considerados ocupantes legales quienes residan habi-
tualmente y de forma legítima en las viviendas objeto de desalojo y siempre que és-
tas sean edificaciones que hayan sido construidas de conformidad con el ordena-
miento urbanístico. En cuanto a los locales comerciales o negocios, serán conside-
rados empresarios afectados quienes se encuentren explotando un negocio, situado 
en un local comercial que vaya a ser objeto de un desalojo, al menos un año antes del 
inicio formal de las actuaciones de ejecución del planeamiento urbanístico. 
 
 Asimismo, se entenderá que una vivienda constituye residencia habitual, 
cuando la misma se haya ocupado de manera efectiva durante un período superior 
a 183 días en el último año natural anterior a la notificación a las personas afecta-
das de la aprobación inicial del instrumento de ejecución del planeamiento urbanís-
tico, salvo causa grave que lo hubiera impedido. Ambos extremos podrán ser 
acreditados por el interesado a través de cualquier medio admitido en Derecho. En 
todo caso, se presume la residencia habitual, salvo que se pruebe lo contrario, 
cuando la vivienda afectada conste como domicilio de la persona ocupante en el 
padrón municipal y también a efectos fiscales durante el referido período de tiem-
po. 
 
 También, tendrán derecho de realojo y retorno las personas que transitoria-
mente y por razones de necesidad, debidamente justificadas, se hayan visto obli-
gadas a abandonar su residencia habitual por circunstancias económicas, de en-
fermedad, incapacidad o asistencia a familiares. 
 
 Los propietarios que establezcan su residencia habitual con posterioridad a 
la aprobación inicial del instrumento de gestión tendrán derecho de realojo y retor-
no siempre que se den estos requisitos: 
 
 a) Que fuesen propietarios de la vivienda afectada un año antes de la apro-
bación inicial del instrumento de gestión. 
 
 b) Que hayan transcurrido más de 6 meses desde el inicio formal de las ac-
tuaciones sin que se hayan aprobado definitivamente los instrumentos de gestión. 
 
 c) Que medie causa objetiva que justifique el retorno a la vivienda. 
 
 A efectos del reconocimiento de los derechos de realojo y retorno, se enten-
derá como inicio formal de las actuaciones de ejecución del planeamiento urbanís-
tico, los actos relativos a la aprobación inicial de los Estatutos de la Junta de Com-
pensación, del proyecto de reparcelación y de la relación de bienes y derechos 
expropiados, según se actúe, respectivamente, mediante los sistemas de compen-
sación y cooperación, o a través de la expropiación forzosa. 
 
 2. Están obligados a dar cumplimiento al deber de realojo y retorno: 
 



 a) La Administración o, en su caso, el beneficiario de la expropiación, cuando se 
actúe mediante expropiación forzosa, ya sea de forma integrada o aislada, o por ocu-
pación directa. 
 
 b) El promotor de la actuación, cuando se opere en ámbitos de actuación inte-
grada mediante procedimientos no expropiatorios. 
 
 3. En todas las actuaciones de ejecución del planeamiento encuadrables en el 
ámbito del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, en las que se requiera el 
desalojo de los ocupantes legales de viviendas destinadas a residencia habitual o de 
locales comerciales, será necesario cumplir los siguientes requisitos: 
 
 a) Los costes derivados de garantizar el cumplimiento del deber de realojo y 
retorno, en los términos fijados en esta disposición adicional, deberán incluirse dentro 
de los gastos de urbanización, de forma individualizada y pormenorizada, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 18.1.e) del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de 
octubre y en el artículo 128.1. h) de la presente Ley. 
 
 b) Todos los instrumentos de planeamiento que amparen actuaciones urbanísti-
cas que conlleven el deber de realojo o retorno deberán contener un estudio completo 
de las consecuencias sociales y económicas de su ejecución, justificando la existencia 
de medios necesarios para llevarlas a efecto y la adopción de las medidas precisas 
que garanticen la defensa de los intereses de la población afectada. 
 
 4. La garantía del derecho de realojo y retorno, quedará sujeta, en primer térmi-
no, a las reglas contenidas en los siguientes subapartados, sin perjuicio de los posibles 
acuerdos a los que, voluntariamente, pudieran llegar las partes. 
 
 a) Por cada una de las viviendas y locales comerciales o negocios afectados 
por la actuación urbanística, será preciso ofrecer una vivienda o local comercial de 
sustitución, que ha de reunir los siguientes requisitos: 
 
 1º. Estar ubicado en el mismo ámbito de la actuación y con las mismas condi-
ciones superficiales, orientaciones y vistas, salvo casos de equipamientos públicos o 
infraestructuras incompatibles con requisitos de usos residenciales y habitabilidad de-
bidamente justificados. En este último caso, tanto la vivienda como el local comercial 
de sustitución deberá estar situado en el lugar más próximo posible al anterior a la sus-
titución y siempre dentro del mismo barrio o, de desaparecer este, en el más cercano, 
respetando en todo caso las condiciones superficiales y, siempre que ello fuera posi-
ble, las condiciones de orientación y vistas que se adaptarán lo máximo posible a las 
que tenía la vivienda original. 
 
 2.º Contar con las condiciones de habitabilidad de una vivienda de protección 
pública y adecuarse, en todo caso y de forma prioritaria, a las necesidades propias 
de la unidad de convivencia, tanto en relación con la superficie mínima adecuada al 
número de personas que formen la unidad de convivencia, y sin que en ningún caso 
pueda suponer una merma de la superficie de la vivienda original, como respecto de 
cualquier otra circunstancia de carácter especial que pudiera afectar a alguno de sus 
miembros. En los mismos términos se deberá adjudicar el local comercial, que debe-



rá garantizar en todo caso la misma cabida que el sustituido, la misma localización 
comercial y cumplir con todos los requisitos necesarios para la renovación de la li-
cencia correspondiente de estar esta vigente, que será tramitada por el obligado a 
garantizar el derecho de realojo y retorno. 
 
 b) Si los ocupantes de las viviendas originarias o de los locales comerciales o 
de negocios lo fuesen en virtud de un título de propiedad, el obligado a dar cumpli-
miento al deber de realojo y retorno deberá ofrecerles una vivienda o local de sustitu-
ción, en los términos señalados en el apartado anterior, sin que deba existir compen-
sación económica adicional a la vivienda expropiada. 
 
 c) En el supuesto de que los afectados por la actuación urbanística ocupen 
la vivienda a desalojar al amparo de un derecho de usufructo o de un derecho de 
arrendamiento, el realojo y retorno se realizará con una duración igual al plazo 
que quede de vigencia de su título originario y, en todo caso, en idénticas condi-
ciones de superficie, régimen de tenencia y contraprestación económica, inclu-
yendo la ubicación y orientación, cuando el realojo sea en el mismo ámbito de 
actuación y, siempre que sea posible, cuando el planeamiento sea compatible 
con usos residenciales. 
 
 En el supuesto de que el afectado por la actuación urbanística ocupe un local 
comercial en régimen de arrendamiento con un negocio en activo, se le dará la opción 
de acogerse al derecho de realojo y retorno al mismo ámbito de actuación, o solo re-
alojo en ámbito distinto al de actuación. 
 
 Si eligiera acogerse al derecho de realojo y retorno al mismo ámbito de actua-
ción, se le deberá habilitar un lugar de trabajo provisional que permita la continuidad 
de la actividad, en condiciones de viabilidad económica, sufragando el obligado a ello 
el cien por cien de los gastos que ocasione el traslado provisional y el retorno definiti-
vo. 
 
 No tendrán que abandonar el local afectado hasta que no esté reconocido su 
derecho formalmente, determinada la cuantía a abonar, aportada garantía de pago 
suficiente y, en su caso, habilitado el espacio de sustitución provisional, no pudiendo 
ser la suspensión de la actividad por traslado superior a una semana. 
 
 En el supuesto en el que la actuación urbanística sea incompatible con la conti-
nuidad de la actividad económica o cuando de la actuación urbanística se deriven 
cambios en el entorno que dificulten sustancialmente la actividad económica del nego-
cio, el titular de un negocio en activo podrá solicitar el realojo en una zona distinta a la 
de la actuación urbanística. 
 
 En todo caso, serán conceptos indemnizables cuando estén debidamente justi-
ficados: 
 
 1.º Traslado, carga y descarga de instalaciones, maquinaria y mobiliario. 
 
 2.º Gastos de desmontaje y montaje. 
 
 3.º Pérdida de elementos productivos no trasladables. 



 
 4.º Deterioro o pérdida de existencias a causa del traslado. 
 
 5.º Gastos de sustitución o acondicionamiento del nuevo local, incluyendo en su 
caso la ejecución de obras de adecuación con los correspondientes gastos por elabo-
ración y ejecución de proyectos, licencias de obras etc. 
 
 6.º Deterioro o pérdida por transporte. 
 
 7.º Gastos de primer establecimiento incluyendo los gastos en publicidad, insta-
laciones de teléfono, las acometidas a las redes de distribución de gas, agua, luz, abo-
no de tasas administrativas. 
 
 8.º Lucro cesante temporal hasta el normal funcionamiento del negocio. 
 
 9.º Indemnizaciones laborales, incluyendo por ello el importe de los salarios y 
cuotas a la Seguridad Social del personal del negocio durante la paralización de éste 
hasta el normal funcionamiento del mismo. 
 
 10.º Pérdida por mayores gastos de carga y transporte de mercancías. 
 
 11.º Pérdida de clientela. 
 
 12.º Cualquier otro gasto que sea necesario llevar a cabo para el reinicio de la 
actividad cuando resulten justificados. 
 
 Para el cálculo de la indemnización por la pérdida de la clientela se aplicará un 
porcentaje decreciente sobre la media ponderada del beneficio neto de los tres últimos 
años a contar desde la aprobación definitiva del instrumento de gestión. Dicho porcen-
taje será en cada ejercicio respectivo de un 75%, un 50% y un 25%. Para el supuesto 
de negocios basados en establecimientos de hostelería, venta de productos al por 
menor o cualquier otro cuya clientela lo sea por razón de su ubicación se presumirá, 
salvo prueba en contrario, la pérdida de la clientela cuando el desplazamiento sea fue-
ra del barrio en el que estaba situado el emplazamiento. 
 
 En las valoraciones económicas se tendrán en cuenta los precios de mano de 
obra, los gastos generales, beneficio industrial y los impuestos que recaigan sobre las 
actividades necesarias para el traslado que deban ser realizadas por un tercero. 
 
 De no existir prueba de la necesidad de un determinado gasto para el manteni-
miento de un nivel similar de actividad, este será considerado como inversión y perde-
rá la condición de gasto indemnizable. 
 
 El importe de las obras de acondicionamiento necesarias para la apertura del 
nuevo negocio no podrán suponer una mejora en relación con las instalaciones exis-
tentes. Sin embargo, a la vista del cambio forzoso de local cuya ubicación y nueva 
clientela, así como la existencia de otros factores añadidos, puede exigir una mejora 
en las instalaciones, el precio fijado para el importe de las obras necesarias hasta la 
equivalencia con las instalaciones anteriores se incrementará en un veinte por ciento. 
 



 La pérdida por mayores gastos de carga y transporte se calculará capitalizando 
el importe anual del perjuicio al diez por ciento. 
 
 Las indemnizaciones que correspondan por cada uno de estos conceptos co-
rresponderán al titular de la actividad económica independientemente de su condición 
de propietario o de arrendatario del inmueble en el que se lleve a cabo aquélla. 
 
 d) Sin perjuicio de lo señalado en los subapartados anteriores, y tal como se 
determina en la legislación estatal, la entrega de la vivienda de sustitución en régi-
men de propiedad, sustituirá al abono del justiprecio, salvo que el afectado opte por 
percibirlo en metálico, en cuyo caso no podrá ejercitar su derecho de realojo y retor-
no. 
 
 Del mismo modo, cuando la ejecución del planeamiento se lleve a cabo a través 
de los sistemas de compensación o cooperación, la entrega de la vivienda de sustitu-
ción, sin participación en los gastos derivados de la actuación, equivaldrá a los dere-
chos de aprovechamiento urbanístico e indemnizaciones que le correspondan en el 
instrumento de equidistribución, salvo que el interesado opte por percibirlos, en cuyo 
caso no tendrá derecho de realojo. 
 
 e) La entrega en propiedad de una vivienda o local en compensación del que se 
va a derribar como consecuencia de la actuación urbanística de que se trate, atribuirá 
al obligado a satisfacer el deber de realojo un derecho de adquisición preferente  
por un plazo máximo de 5 años. 
 
 No se podrán ejercer los derechos de tanteo y retracto en los supuestos de que 
la transmisión se produzca entre personas con parentesco por consanguinidad hasta 
el tercer grado, o entre cónyuges o miembros de parejas de hecho legalmente consti-
tuidas. Tampoco se podrán ejercer en las transmisiones a título gratuito entre ascen-
dientes o descendientes en cualquier grado, incluidos pactos sucesorios. 
 
 No se podrá ejercer en ningún caso cuando la transmisión sea mortis causa. 
 
 5. El procedimiento de realojo y retorno, que quedará sometido a los mis-
mos trámites de aprobación inicial e información pública previa a la aprobación 
definitiva, será un capítulo específico del Proyecto de Expropiación, Reparcela-
ción, Compensación u otro y formará parte de la memoria vinculante del mismo, 
así como de las valoraciones de costes y cuenta de liquidación, tanto provisional 
corno definitiva. La aprobación definitiva del proyecto urbanístico que correspon-
da dependerá de la validez del procedimiento de realojo y retorno. 
 
 El procedimiento de realojo y retorno en todo caso, deberá cumplir los si-
guientes requisitos: 
 
 a) La relación de bienes y derechos afectados, en el caso de que se actúe por 
expropiación forzosa, y los proyectos de compensación o reparcelación, cuando la 
ejecución del plan se lleve a efecto a través de los sistemas de compensación, coope-
ración o concesión de obra urbanizadora, deberán incluir la relación de las personas 
ocupantes de viviendas y empresarios afectados que puedan ejercitar el derecho de 



realojo y retorno y las condiciones en las que se dará cumplimiento a ese deber urba-
nístico, de acuerdo con las opciones manifestadas por los afectados. 
 
 A tal fin, con la anterioridad procedimental exigible: 
 
 1.º En el caso de expropiación, la Administración requerirá a todas las personas 
que ocupen las viviendas afectadas por la actuación, para que, en el plazo de un mes, 
soliciten de forma fehaciente, bien el reconocimiento y ejecución de su derecho de re-
alojo y retorno, bien su renuncia al mismo a cambio de la indemnización que corres-
ponda. La Administración, durante el período de información pública, publicará el lista-
do provisional de personas afectadas con indicación de si opta por ejercitar el derecho 
al realojo y retorno o la indemnización correspondiente. 
 
 2.º En caso de que el proyecto sea de Compensación o Reparcelación, en el 
capítulo Realojo y retorno, se deberá incluir un listado de provisional de presuntos be-
neficiarios al derecho al realojo y retorno con indicación exacta de la vivienda, local o 
negocio afectado. 
 
 3.º Además de la publicidad en el Boletín Oficial correspondiente, se procederá 
a la notificación en los términos fijados en los artículos 40 y siguientes de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común y se informará a la 
ciudadanía de la apertura de este período de información pública, durante 3 días con-
secutivos en medios de comunicación en horas de máxima audiencia y en días de 
mayor tirada. Se informará detalladamente sobre las zonas afectadas, las condiciones 
y características del realojo y retorno, plazos procedimientales y fechas previstas de 
entrega, tanto de las viviendas de sustitución provisionales como las definitivas. 
 
 4.º Durante el período de información pública, los interesados aportarán los do-
cumentos que les acredite como afectados por el proyecto urbanístico, así como aque-
llos documentos económicos necesarios para la determinación de las indemnizaciones 
que procedan en el caso de los negocios afectados, y manifestarán su interés en el 
reconocimiento y ejecución del derecho de realojo y retorno o su voluntad de ejercitar 
los derechos de aprovechamiento urbanístico y percibir las indemnizaciones que le 
correspondan. Si transcurrido un mes desde la notificación en los supuestos de expro-
piación, o si transcurrido el plazo de información pública, no hubiera contestación por 
parte de las personas afectadas, se presumirá que optan por el reconocimiento y eje-
cución del derecho de realojo y retorno. 
 
 b) No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, podrá reconocerse el 
derecho de realojo y retorno de otras personas que, con posterioridad al momento co-
rrespondiente, acrediten que reúnen los requisitos legales necesarios para su ejercicio. 
 
 6. El obligado a dar cumplimiento al derecho de realojo y retorno deberá 
poner a disposición del titular del derecho, en el momento de la formalización del 
acta de ocupación o, en su caso, de la aprobación definitiva de los proyectos de 
compensación, reparcelación u otro, el alojamiento transitorio, que ocupará du-
rante el tiempo de ejecución de la unidad de actuación o área específica y que 
será adecuado a las necesidades de la persona titular del derecho y de su unidad 
de convivencia o, como mínimo, con condiciones similares a las de la vivienda 
afectada. 



 
 Si el inmueble destinado a hacer efectivo el alojamiento transitorio se ocu-
pa en régimen de alquiler, el sujeto obligado a hacer efectivo el derecho tendrá 
que satisfacer la diferencia sobre el alquiler que la persona afectada viniese pa-
gando o, si la persona afectada lo fuera en propiedad y no abonara ningún prés-
tamo hipotecario, la diferencia de los gastos fijos de comunidad e IBI. Sin embar-
go, si la persona lo era en propiedad y estuviera pagando un préstamo hipoteca-
rio, el sujeto obligado abonará íntegramente los gastos de arrendamiento. 
 
 Las personas afectadas, no podrán ser obligadas a abandonar sus viviendas 
mientras no se haya puesto a su disposición de forma efectiva el alojamiento transito-
rio, o su equivalente económico. Los gastos en los que incurran las personas afecta-
das para el traslado de sus bienes y enseres correrán a cargo de la obligada. 
 
 El obligado indemnizará a los negocios afectados, mientras dure la situación de 
transitoriedad, con un pago mensual equivalente al beneficio neto mensual medio del 
año fiscal anterior, a todas las personas que trabajaran en los mismos al menos 6 me-
ses antes de la formalización del acta de ocupación o, en su caso, de la aprobación 
definitiva de los proyectos de compensación, reparcelación u otro. Los gastos en que 
incurran los empresarios para el desplazamiento, mantenimiento y conservación de los 
materiales y útiles necesarios para la reapertura del negocio correrán a cargo del 
obligado. 
 
 Los gastos accesorios al realojo y retorno provisional serán satisfechos ínte-
gramente por el sujeto obligado a hacer efectivo este derecho, incluyendo las altas de 
aquellos servicios y suministros necesarios que ya existieran en la vivienda o negocio 
afectado. 
 
 No se podrán iniciar las obras de urbanización en tanto supongan para los 
titulares del derecho de realojo y retorno una merma de las condiciones de habi-
tabilidad o accesibilidad de sus viviendas sin hacer efectivo previamente su dere-
cho reconocido y no renunciado. 
 
 Las personas afectadas por actuaciones urbanísticas que deban ser realojadas, 
dispondrán de 3 días hábiles para llevar a cabo el traslado de bienes y enseres. 
 
 7. El derecho de realojo y retorno es personal e intransferible, salvo en el caso 
de los herederos forzosos o del cónyuge o pareja de hecho registrada supérstite, 
siempre y cuando acrediten que comparten con el titular en términos de residencia 
habitual, la vivienda objeto del realojo, con anterioridad al inicio formal de las actuacio-
nes de ejecución del planeamiento urbanístico.  
 
 8. El reconocimiento del derecho de realojo y retorno es independiente del de-
recho a percibir la indemnización que corresponda, cuando se extingan derechos pre-
existentes, salvo lo dispuesto en subapartado 4.d). 
 
 En todo caso, junto con la vivienda o local de sustitución, los afectados por la actua-
ción urbanística tendrán derecho a que se les costeen los gastos de traslado de bienes y 
enseres y las altas de aquellos servicios y suministros necesarios que ya existieran en la 
vivienda afectada. 



 
 9. Las transmisiones, la constitución de derechos reales y la formalización de 
contratos de arrendamiento para dar cumplimiento a la garantía de realojo y retorno 
queda bonificada en un 99% de la cuota que se devengue del Impuesto de Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados cuando el sujeto pasivo sea el 
realojado.” 
 

Dos. Se añade una nueva disposición adicional novena, a la Ley de Canta-
bria  2/2001, de 25 de junio, con el siguiente tenor: 
 
“Disposición adicional novena. Entidades Urbanísticas Colaboradoras. 
 
 Con el fin de garantizar un urbanismo participativo, en todas las actuaciones 
de ejecución del planeamiento encuadrables en el ámbito del Real Decreto Legis-
lativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana, en las que se requiera el desalojo de los ocu-
pantes legales de viviendas destinadas a residencia habitual o de locales comer-
ciales, la ejecución del Planeamiento se realizará, con independencia del sistema 
da actuación que se emplee, con la intervención directa de los afectados mediante 
la constitución de la correspondiente Entidad Urbanística Colaboradora, en los 
términos recogidos en los artículos 7 y 119 de esta Ley". 
 
 Tres. Se añade una nueva disposición adicional décima, a la Ley de Canta-
bria  2/2001, de 25 de junio, con el siguiente tenor: 
 
“Disposición adicional décima. Atención social a los afectados por actuaciones ur-
banísticas de regeneración urbana. 
 
 En toda actuación urbanística de regeneración urbana que conlleve el deber 
de realojo y retorno de los afectados, se garantizará por parte del obligado a dar 
cumplimiento al mismo, la asistencia y orientación por medio de trabajadores so-
ciales a todos aquellos sectores poblacionales que precisen de una atención espe-
cial, bien sea por razones de edad, discapacidad, inmigración, drogodependencia, 
u otras circunstancias que pongan de manifiesto un evidente riesgo de exclusión 
social, de esos individuos o grupos.” 
 
 Cuatro. Se añade una nueva disposición transitoria decimotercera, a la Ley de 
Cantabria  2/2001, de 25 de junio, con el siguiente tenor: 
 
“Disposición transitoria decimotercera. Aplicación del régimen de realojo. 
 
 1. La regulación del derecho de realojo, contenida en la Disposición adicional 
octava de esta Ley, será de aplicación a todas aquellas actuaciones en las que aún no 
se hayan aprobado definitivamente la relación de bienes y derechos afectados por la 
expropiación o los respectivos proyectos de compensación y reparcelación, según el 
sistema de ejecución empleado. 
 
 2. Fuera de los casos señalados en el apartado anterior, el régimen aplicable en 
materia de realojo a las actuaciones urbanísticas, será el establecido en la legislación 
preexistente.” 



 
Artículo segundo. Entrada en vigor. 
 
 Las disposiciones recogidas en esta Ley, entrarán en vigor al día siguiente de 
su publicación en el «Boletín Oficial de Cantabria»" 
 
 Y para que conste, expido la presente certificación, debidamente autorizada, 
visada y sellada, en Santander, a veintisiete de octubre de dos mil dieciséis. 
 
 V.º B.º             EL SECRETARIO            EL LETRADO   
 LA PRESIDENTA,                 PRIMERO,           SECRETARIO GENERAL, 
 
 
 
 
 
 
 
Fdo.: María Dolores      Fdo.: Alberto Bolado       Fdo.: Ángel L. Sanz  

Gorostiaga Saiz.               Donis.                                Pérez. 
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